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                                                               Aprobado por Acta No.  132
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Se decide la apelación interpuesta por el apoderado de la Parte Civil debidamente constituida, contra el fallo de condena proferido el pasado diez (10) de febrero de 2005 por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta capital, dentro del expediente adelantado contra el señor ALONSO DE JESÚS RAMÍREZ RÍOS, por el delito de Homicidio Agravado en la persona de Oscar Marino Gutiérrez Tabares.

1.- PRECEDENTES

1.1.- El hoy finado Oscar Marino Gutiérrez, fue asaltado el pasado veinte (20) de diciembre de 2004 en su finca “El Recuerdo” ubicada en la Vereda Mundo Nuevo circunscripción rural de esta capital, por quien fuera su empleado, señor ALONSO DE JESÚS RAMÍREZ. Persona ésta que llegó al lugar con el firme propósito de hurtarle y para obtener ese fin  atacó a su víctima con un destornillador y posteriormente le dio golpes con un martillo en la cabeza. El ofendido fue trasladado a un Centro Hospitalario en donde permaneció en coma hasta fallecer días después.

1.2.- Una hija del finado, de nombre Luz Estella Gutiérrez Giraldo, confirió poder a un profesional del Derecho para hacerse Parte Civil en este instructivo, razón por la cual fue admitida como tal.

1.3.- Del trámite conoció la Fiscalía Quinta Delegada ante los señores Jueces Penales del Circuito, autoridad que dentro de la instrucción efectuó acta de formulación de cargos para acogimiento a sentencia anticipada, a petición del procesado. En ella, le endilgó responsabilidad por el delito de Homicidio Agravado en concurso con el Hurto, toda vez que la acción de matar se había llevado a cabo con el fin de ejecutar el delito contra el patrimonio económico. El acusado se allanó a  los cargos.

1.4.- Correspondió el conocimiento del asunto al Juzgado Quinto Penal del Circuito, funcionario que halló conforme a la legalidad la aceptación de los cargos y consecuente con esa realidad pronunció su fallo de condena, con la imposición de una sanción privativa de la libertad de ciento setenta y tres (173) meses y diez (10) días de prisión, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual término. Los perjuicios morales los cuantificó en el equivalente a ochenta y cinco (85) salarios mínimos legales mensuales. 

1.5.- El representante judicial de la Parte Civil se mostró inconforme con la providencia y la recurrió en el siguiente sentido:

- No existe en el proceso el acta de Necropsia, con lo cual, nunca se supo cuántas heridas presentaba el cuerpo del occiso. Diligencia que no se puede suplir con “la revisión somera del cadáver que practicaron los funcionarios de la Fiscalía”.

- Lo anterior es de gran importancia para efectos de la tasación de la pena, toda vez que la víctima recibió múltiples heridas que tenían como fin “hacer que la víctima dijera dónde tenía el dinero que le fue hurtado”, que daban lugar a la figura de la SEVICIA que como se sabe es un agravante para este tipo de delitos que aquí no se tuvo en cuenta.

- Se procedió con premura, sin esperar recibir la prueba que se echaba de menos. La necropsia era indispensable para poder hablar en derecho de un delito de homicidio, por cuanto aunque aparezca un cadáver y el procesado confesó, es indispensable establecer las causas de la muerte para efectos de la tasación de la pena.

- Con tal omisión, se ha incurrido en la causal de nulidad consagrada en el numeral dos del artículo 306 del C.P.P., dispositivo que solicita dar aplicación en la segunda instancia.

2.- motivación
Abordará la Sala los puntos que ameritan dilucidarse para dar respuesta al recurso, en el siguiente orden: Interés para recurrir, prueba del homicidio, la sevicia, incidencia en la punibilidad y nulidad. Su desarrollo se hará con fundamento en los siguientes interrogantes:

2.1.- ¿Está autorizada la Parte Civil para hacer efectiva su pretensión?

Nótese que el señor apoderado basa su petición en el deseo de exigir una mayor punibilidad. No menciona para nada la intención de un incremento en el cobro de perjuicios, no obstante que el señor Juez de primer grado estimó la no demostración de los materiales y se limitó al cobro del daño moral ocasionado con el delito de Homicidio.

En principio, al ser la finalidad principal de este sujeto procesal el cobro de los perjuicios, daría lugar a pensar en su no interés para recurrir en el sentido en que lo hace; sin embargo, habida consideración a que las víctimas en el proceso penal poseen además de lo estrictamente patrimonial otros intereses procesales de similar importancia, que han sido denominados por la doctrina constitucional tanto nacional como internacional: “de verdad y justicia”, estima la Sala procedente la impugnación en lo que toca a la punibilidad, con mayor razón cuando se está poniendo en tela de juicio el principio de legalidad.

2.2.- ¿Existe en el plenario prueba cierta acerca de la comisión de un homicidio?

Nos dice el señor apoderado de la Parte Civil que la ausencia del acta de necropsia impide hablar de un delito de homicidio. En verdad inexiste la susodicha acta, pero esa ausencia a juicio del Tribunal no conlleva la indemostración del homicidio. Se explica porqué:

- Estamos en presencia de un sistema de libre apreciación racional de la prueba con fundamento en la sana crítica, que superó la tarifa legal probatoria. No hay lugar a decir por tanto que el homicidio se demuestra única y exclusivamente con el acta de la necropsia. Si así fuera, podría decirse válidamente, que la prueba realmente atendible para el efecto, según el Decreto 1260 de 1970, sería el registro civil de defunción.

- Puede llegarse incluso a demostrar el homicidio aún sin el hallazgo del cadáver, lo que obviamente es una situación extrema, pero no ajena a nuestros precedentes jurisprudenciales.
 Para el caso que nos ocupa sí hay cadáver, el mismo que fue objeto de examen en el acta de levantamiento llevada a cabo por el Cuerpo Técnico de Investigación (fls.31 s.s.). Las irregularidades o deficiencias en su desarrollo, no aniquilan la demostración del deceso en la persona que en vida respondía al nombre de Oscar Marino Gutiérrez Tabares.

- El expediente, no obstante su terminación anticipada, está plagado de datos procesales acerca de la forma como ocurrió el hecho delictuoso y el fallecimiento a causa de las heridas propinadas por RAMÍREZ RÍOS. Desde la misma presentación de la demanda de constitución en Parte Civil, se adelanta la aseveración contundente que sobre la persona de OSCAR MARINO GUTIERREZ se había ejecutado un homicidio. Y es que no podía ser de otra manera, dado que precisamente la muerte violenta a manos de un tercero es lo que representa el fundamento de la pretensión patrimonial. En términos más precisos y parroquiales: SI NO HUBO HOMICIDIO, NO HAY LUGAR AL COBRO DE PERJUICIOS, luego entonces, no tendría razón de ser la demanda de Parte Civil en los términos en que fue concebida.

2.3.- ¿Hubo sevicia en el obrar?
El argumento que contiene el libelo, indica que la necropsia nos servía para demostrar que fueron múltiples las lesiones ocasionadas al interfecto, lo cual es cierto; como también lo es que de las pruebas allegadas son claras en ese mismo sentido, es decir, sabemos más allá de toda duda razonable que el señor RAMÍREZ RÍOS primero atacó a la víctima con un destornillador y posteriormente con un martillo que se encontraba dentro del inmueble. Nadie pone en tela de juicio que en verdad fueron múltiples las lesiones, pero tampoco nadie discute que ellas no fueron lo suficientemente contundentes como para darle muerte instantánea, tanto que como se sabe el herido fue trasladado con vida a la Clínica y allí incluso intentó dar la información correspondiente respecto al autor de sus lesiones.

Pero que fueran múltiples las heridas, no significa por sí solo que estemos en presencia de una SEVICIA. Esta figura se caracteriza, no tanto por el número de los golpes, aunque sea factor preponderante, sino además y con igual importancia, por la intencionalidad con la que fueron realizados. Es la crueldad excesiva lo que marca la diferencia, es el deseo de hacer sufrir inmisericorde, despiadada e innecesariamente a la víctima.

Por parte alguna se observa que RAMÍREZ RÍOS quisiera ver sufrir a don OSCAR MARINO, a quien como él lo dice y es verdad, le tenía estimación ya que le había hechos muchos favores en el pasado, lo que primó en el autor no fue otra cosa que un “arrebato inexplicable” de apoderarse de sus bienes. El mismo apoderado recurrente nos dice que la intención para terminar con la vida de la víctima no fue otra que la necesidad de obligarlo a decir dónde guardaba los bienes de más valor, lo cual dista mucho de un homicidio con sevicia.

Es más, el mismo RAMÍREZ RÍOS nos cuenta y hay que creerle a falta de prueba en contrario, que se vio obligado a golpearlo con el martillo porque en el instante de atacarlo con el destornillador el señor GUITIÉRREZ reaccionó en su defensa y opuso resistencia (ver fl. 26 vto.), lo cual es apenas connatural a la situación que se estaba presentando.

Por supuesto que golpear a alguien con un martillo en la cabeza podría verse en sí mismo como un acto cruel, pero en las condiciones en que aquí se utilizó es simplemente el medio idóneo elegido en el momento para la consumación del homicidio y nada más. 

La agravante del homicidio por la mentada sevicia no está llamada a prosperar.

2.4.- ¿Lo dicho incide en la punibilidad?
Si como se ha asegurado, no es el número de heridas propiamente lo que define la figura de la sevicia, por tratarse de un acto complejo que involucra la acción en sus elementos objetivos y subjetivos, no observa la Sala que la necropsia -aunque de suma importancia obviamente para otro tipo de situaciones problemáticas- pudiera ofrecer un elemento adicional de verificación en el caso que aquí se juzga.

Obsérvese que nadie, ni siquiera el recurrente, ha puesto en duda que don OSCAR MARINO falleció a causa de los golpes propinados por ALONSO DE JESÚS RAMÍREZ. Lo que inquieta al impugnante es la no estimación del número de las lesiones que podrían indicar -en su criterio- una mayor violencia y por lo mismo una mayor penalidad. 

Sucede, que así se demostrara que fueron más los golpes recibidos, la situación procesal de RAMÍREZ RÍOS no cambiaría, pues a la única conclusión que se pude llegar es a la misma que contiene el fallo de condena: LO QUERÍA MATAR, UTILIZÓ LOS MEDIOS APTOS PARA LOGRARLO y EN EFECTO LO MATÓ.

La punibilidad podría ser más gravosa sólo en el caso en que se hubiesen ofrecido en la acusación otras circunstancias de agravación (específicas o genéricas, valorativas o no valorativas) que permitieran al Juez hacer otro tipo de consideraciones en acatamiento al principio de la congruencia. Al no existir, no se observa la necesidad ingente de hacer una variación en la dosificación efectuada en la primera instancia.

2.5.- ¿Hay lugar a la nulidad?

La nulidad es postulado que se rige por los principios de trascendencia  e irreformabilidad o no saneamiento. En el caso que nos convoca, resulta impertinente retrotraer la actuación para allegar actuaciones que en nada cambiarían la definición de este asunto, toda vez que la comprobación de los elementos esenciales del tipo, la autoría, la responsabilidad y la consecuente punición, permanecerían inmutables de conformidad con la forma en que fue presentada la acusación por el ente Fiscal.
Se impone por tanto la confirmación del fallo en los términos en que fue concebido.

3.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), objeto de revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
Los Magistrados

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                        VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala

� Al respecto puede consultarse: Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Sentencia de noviembre 21 de 2002. M.P. Yesid Ramírez Bastidas. Radicación 10342. 
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